STJSL-S.J. – S.D. Nº 160 /14.-

---En la Ciudad de San Luis, a diecinueve días de diciembre de dos mil catorce, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URIA y LILIA ANA NOVILLO- Ausente en este acto el Dr. FLORENCIO DAMIAN RUBIO, por encontrase en uso de Licencia - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar  sentencia en los autos: “CONTRERAS MIRIAM EMMA y EN REPRESENTACION DE BARROSO SONIA MIRIAM C/ROVELLA y CARRANZA S.A. y/o PREMOLDEADOS S.A. s/ MEDIDAS PRELIMINARES - ACCIDENTE DE TRABAJO s/ RECURSO DE CASACION” IURIX Nº 70298/5. 

Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres OMAR ESTEBAN URIA, LILIA ANA NOVILLO y OSCAR EDUARDO GATICA.- 
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del C.P.C. y C.?

III) Caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas? 
A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URIA Dijo: A fs. 654/656 y vta., el apoderado de la parte demandada interpone recurso de casación, fundando el mismo a fs. 665/677, contra la Sentencia Nº 101/2012 dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil Comercial Minas y Laboral Nª 1 de la Primera Circunscripción Judicial, de fecha 06/11/12 obrante a fs. 645/648 de autos, que resuelve rechazar los recursos de apelación interpuestos por Premoldeados San Luis S.A. y La Caja A.R.T., confirmándose la sentencia apelada, con costas a los recurrentes vencidos.-
Analizadas las constancias de autos (fs. 652 y vta., 654, 655 y 656 y vta.) surge que el presente recurso ha sido interpuesto y fundado en término, ataca una sentencia definitiva, y el recurrente ha abonado el correspondiente depósito judicial y la tasa de justicia (Art. 290 del C.P.C. y C.).-
En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del Art. 301 del código de rito, que el recurso articulado deviene formalmente procedente.- 

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.- 
Los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URIA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-
A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URIA Dijo: 1) A fs. 665/677 el apoderado de la demandada funda el Recurso de Casación, se refiere a la admisibilidad del mismo (oportunidad del planteo, definitividad de la sentencia recurrida), y manifiesta con respecto a la prescripción de la acción, que la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones ha dispuesto que el plazo a partir del cual comienza a correr la prescripción es a partir del suicidio o fallecimiento del Sr. Barroso. Que abundante jurisprudencia establece que el plazo que debe tenerse presente a los fines de su cómputo es a partir del día en que tuvo lugar el accidente del Sr. Barroso, el cual se produjo el 20/08/02, y habiéndose interpuesto la demanda el día 06/05/2005, fs. 18/32, no hay duda alguna que la misma acción se encontraba prescripta, y esta es la correcta interpretación y aplicación del art. 4037 del Cód. Civil.-
En el punto B) SOBRE LA APLICACIÓN DEL ART. 1113 DEL C.C., manifiesta que la sentencia dice que está probada la etiología laboral del accidente que llevó a Barroso al suicidio, y por tanto resulta indemnizable en tanto está probado que su decisión de quitarse la vida sobrevino como consecuencia de las secuelas del accidente de trabajo, mencionando un fallo de la CSBA dictado en los autos “Enríquez, Lidia c/Isaura SA y otra”, publicado en DT-1993-A-124, y que nada tiene que ver la cita mencionada ya que el caso se refiere a una demanda realizada en los términos de la Ley 9688, no de la ley civil, como en la presente causa. Por lo que la sentencia realiza un erróneo encuadramiento del tema, al tener como fundamento un fallo de la SCBA, donde estaba en danza una ley que en la actualidad ha sido harto derogada.- 

Sostiene que los testigos referidos en la sentencia (Dr. Álvarez, Lic. Agúndez, Dra. Orellano y dictamen de la Dra. G. Bazán) no son contestes, y sus declaraciones no habilitan llegar a la conclusión a la que se llegó en la sentencia, ya que la parte demandada ha probado acabadamente que se rompió el nexo causal. Y que la interpretación que se realizó respecto de los testigos profesionales y del dictamen, se encuentra totalmente reñida con los principios de la sana crítica y la lógica.- 

Alega que de los dichos de los testigos surge el tema de la multicausalidad, ya que el Sr. Barroso había sufrido carencias afectivas, dificultades económicas y recién el accidente, que incidieron en su posterior desenlace. Alega que si Barroso hubiera sido atendido y/o contenido el día 2 de agosto de 2004 en el Hospital de Salud Mental, no se hubiere producido el hecho lamentable, sosteniendo que el Hospital ha tenido una participación sustantiva en el suceso, solo que resulta mucho mas fácil imputarle toda la culpa a la ex empleadora del actor, que realizar un juicio a la Provincia de San Luis por no haber atendido en tiempo y forma al paciente.-
Sostiene que del dictamen médico de la Dra. Bazán se infiere que hubo distintos hechos que llevaron a tomar la decisión a Barroso, que son los que eximen de responsabilidad a su mandante. Reitera que no puede derivarse adecuadamente de una caída, un suicidio, ya que el mismo no está dentro del orden natural de cosas que la empresa haya podido considerar como probable, por lo tanto no es factible ningún tipo de atribución de responsabilidad. Agrega que no puede descartarse el grado de participación que tuvo Barroso en el tema y que en los términos del Cód. Civil se denomina culpa concurrente de la víctima. Que la sentencia que se ataca ha realizado una aplicación muy superficial del art. 1113, carente de profundidad de análisis y sin tener en cuenta que el artículo en cuestión contiene eximentes de responsabilidad que no se tuvieron en cuenta: culpa de la victima o de un tercero por el cual no debe responder (en el caso, la ART, la Comisión Médica Nº 27-que ratificó la postura de no prestar asistencia psiquiátrica a Barroso-, la Comisión Médica Central, el Hospital de Salud Mental). En cuanto al hecho de la víctima, sostiene que el fracaso del negocio que Barroso y su esposa emprendieron debió necesariamente ser tenido en cuenta, sino como elemento para cortar el nexo causal, pero sí como elemento concurrente y de exoneración parcial de responsabilidad.- 

A su vez, sostiene que la sentencia de segunda instancia ignora los dos años transcurridos como si entre el supuesto accidente y la decisión final de Barroso nada hubiera pasado, y afirma que en ese lapso pudieron haber pasado cientos de acontecimientos que cortaban el nexo causal.- 

Concluye sosteniendo que la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones Nº 1 realiza apreciaciones que resultan absolutamente incorrectas y reñidas con los principios de la lógica, y se da de bruces con la correcta interpretación de los arts. 1113, 4017 y 4037 del Cód. Civil, al punto que termina resolviendo en contra de lo previsto por dichas normas. Formula reservas constitucionales.- 

2) Corrido el traslado de ley, a fs. 679/686 y vta. la parte actora contesta el mismo, solicitando el rechazo de la casación atento que se viola la naturaleza del recurso porque el planteo pretende ser una tercera instancia. Formula reserva constitucional.- 

3) Que a fs. 753/755 y vta. obra dictamen del Sr. Procurador General de la Provincia, quien se expide por el rechazo del recurso de casación, por los fundamentos que expone, al que remitimos brevitatis causae.- 

4) Que a los efectos del análisis de esta segunda cuestión y en relación a lo sostenido por el recurrente, en armonía con lo prescripto por el art. 301 inc. a y b) del Código de rito, debe dilucidarse en este estadio procesal, si en la resolución recurrida existen algunas de las causales previstas en el art. 287 de la citada ley, como así también si el escrito de fundamentación se basta a si mismo, surgiendo con claridad alguna de las circunstancias señaladas en la norma, caso contrario el recurso deducido no podrá prosperar.-  

Cuando el Art. 287 del C.P.C. y C. impone que el recurso deberá encuadrarse en alguna de las causales que enumera, significa que en el escrito de interposición debe hacerse alusión a cual de las causales previstas se refiere, como condición necesaria para que pueda entrarse al tratamiento de la irregularidad que se pretende subsanar.- 

Ello es así porque la interposición del recurso de casación y los fundamentos que contenga fijan la propia competencia del Superior Tribunal, por lo que si no se ha fundado debidamente, no habrá recurso deducido.- 

Sentado lo anterior, coincido con el dictamen del Procurador General de fs. 753/755 y vta., por el que se propicia el rechazo del recurso de casación, ya que de sus fundamentos, correctamente contestados y rebatidos a fs. 679/686, surge que se pretende un re-examen de la sentencia impugnada, en particular sobre cuestiones de hecho y valoración de la prueba efectuada por la Cámara, configurando así una tercera instancia procesal, lo cual está expresamente vedado en esta vía recursiva.- 

La sentencia de fs. 645/648, de fecha 06/11/12, analiza en debida forma las disposiciones legales aplicables al instituto de la prescripción (art. 4037) como asimismo el alcance que debe darse al art. 1113 del Cód. Civil. En efecto, el fallo atacado considera que no ha operado la prescripción de la acción atento que “Si el hecho generador del perjuicio a indemnizar se produjo el día 10 de agosto de 2004, va de suyo que desde allí hasta la fecha de la demanda (06/05/05) no ha transcurrido el plazo de dos años (arg. Art. 4037 C.C.) para que la prescripción haya operado.” A los fines de su cómputo, la sentencia no tiene en cuenta la fecha del accidente de trabajo (20/08/02) sino la de la muerte de Barroso, ya que como consecuencia de ese accidente laboral de produjeron diversas secuelas físicas y psíquicas que ocasionaron incapacidades en el trabajador, que se fueron agravando con el correr del tiempo y que finalmente ocasionaron su suicidio: “Del examen pericial emerge, ya como dato ratificatorio, que el problema psíquico nace con el accidente: caída de Barroso con traumatismo de cráneo. Ese estropicio marca el inicio del desenlace, ya que aquel va informando desde entonces su intención de suicidarse, lo que a la postre se verificó. La incidencia causal es por entonces elocuente, pues en el accidente laboral stricto sensu está el origen de lo que se va a evidenciar como elemento disparador del suicidio-en lo que los demás testigos profesionales son también contestes.” (fs. 646).- 

El tribunal considera que la interrupción del tratamiento psiquiátrico es imputable a las codemandadas, “anoticiadas de la necesidad de proseguirlo”, aunque también se sostiene que la continuidad del tratamiento en cuestión, no en todos los casos permite la curación del enfermo, “aventando así la idea suicida que se origina en aquél accidente”.-
En definitiva, de la prueba rendida en la causa surge acreditado, que el accidente de trabajo sufrido por el actor es la causa mediata o directa de su fallecimiento, como asimismo debe imputarse a la falta de asistencia psicológica la determinación del trabajador de quitarse la vida.-
La jurisprudencia ha sostenido que: “El plazo para la prescripción de las acciones provenientes de la responsabilidad civil por enfermedades profesionales, debe contarse a partir de que la víctima tomó conocimiento de la certeza del daño en su verdadera dimensión. Así, en el caso, dicho momento se produjo con el dictamen de la Comisión Médica Central, donde se determinó que el trabajador no poseía incapacidad vinculada con el trabajo. A partir de ese momento supo a ciencia cierta que la ART no le abonaría la prestación dineraria con fundamento en la Ley 24577, y a partir de allí pudo considerar atendible la pretensión de una reparación integral con sustento en la normativa civil.” (Cfr. Izquierdo, Ricardo vs. Consolidar ART S.A. y Otro  s/ Accidente - Acción civil /// Cámara  Nacional  de  Apelaciones  del Trabajo Sala V; 30-09-2010;  Boletín de Jurisprudencia  de  la C.N. Trab.: R.C.J. 892/11. http://www.rubinzal.com.ar/jurisprudencia/buscador,  Acceso: 27/08/14).- 

También se ha dicho: “El plazo para la prescripción de las acciones provenientes de la responsabilidad civil por enfermedades profesionales debe comenzar a contarse desde que la víctima tomó conocimiento de la certeza del daño en su verdadera dimensión, tomando para ello el plazo bienal que establece el art. 4037 del C. Civil.” (Cfr. Romero, Lidia vs. Valdenfil S.A. s/ Accidente /// Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo Sala IX; 16-07-1996; Boletín de Jurisprudencia de la C.N. Trab.; R.C.J. 4364/07. http://www.rubinzal.com.ar/jurisprudencia/buscador, Acceso: 27/08/14).- 
El recurrente cuestiona la valoración que hace la Cámara de la prueba testimonial y pericial, en particular los testimonios del Dr. Álvarez, Lic. Agúndez, Dra. Orellano y el dictamen de la Dra. Bazán, manifestando su discrepancia con la misma, lo que reitero, no puede constituir el fundamento de la casación.- 

Con respecto a las eximentes de responsabilidad previstas en el art. 1113 C. Civil, la doctrina ha sostenido que la culpa de la víctima que rompe el nexo de causalidad entre la actividad dañosa y el perjuicio, en los términos el citado artículo, debe aparecer como la única causa del daño cuyo resarcimiento es reclamado. (Cfr. C.N. Civ., Sala B, 3/12/99, “Meza, Ramón I. c/ Guerrero Esman y otro” La Ley, 2000-D-486 y DJ, 2000-2-46, citado en Tratado de Responsabilidad Civil, Félix A. Trigo Represas y  Marcelo J. López Mesa, Tomo I, La Ley, 1º Ed., Buenos Aires, 2004, Pág. 880 y s.s.).- 

Y siguiendo a los autores citados: “Finalmente cabe aclarar que la culpa de la víctima no puede presumirse, sino que debe ser probada. En esta línea se ha dicho en nuestro foros que cualquier indicio o deducción no muy claros son insuficientes para considerar la culpa de la víctima; las presunciones legales se levantan ante verdaderas pruebas convincentes y, en otro fallo, que no alcanza con invocar la culpa de la víctima para que automáticamente opere esta eximente de responsabilidad, sino que la culpa debe ser probada… En la jurisprudencia española se ha dicho al respecto, que la carga de la prueba respecto de la culpa de la víctima recae sobre quien desee acogerse a dicho supuesto exonerador excepcional; cuando se alega la excepción de culpa exclusiva de la víctima se requiere por parte del que la opone la prueba rigurosa que demuestre sin duda alguna y con toda evidencia que sólo y únicamente la conducta del perjudicado ha sido determinante del hecho dañoso, sin que exista la mas mínima participación reprochable en la conducta del conductor asegurado para producir ese resultado”.-
Al respecto, se ha dicho que: "Para que el hecho de la víctima libere total o parcialmente de responsabilidad, debe reunir ciertas condiciones "sine qua non": a) causa adecuada: El hecho de la víctima libera de responsabilidad si fue causa adecuada de la producción de los perjuicios; b) no ser imputable al demandado: Si el hecho de la víctima se debió al demandado, no es idóneo para eximir de responsabilidad. Esto significa que el accionado no debió provocar la realización de esa conducta por el damnificado; c) certeza: El hecho de la víctima debe ser "cierto", es decir no admitir hesitación alguna acerca de su existencia. Con justicia se ha resuelto que cualquier elemento o inducción no muy claros o definidos no bastan para considerar la culpa de la víctima sin mayores ponderaciones, y que las presunciones legales se levantan sólo ante verdaderas pruebas convincentes y que no den lugar a dudas. Por lo que si el juzgador tiene dudas sobre la intervención de la víctima en el hecho ilícito, debe resolver a favor de ésta (in dubio pro victimae)" (Cfr. Sagarna Fernando en Código Civil y normas complementarias. Análisis doctrinario y jurisprudencial, dirigido por Bueres, Bs. As. Hammurabi, tomo 3 A, pág. 422/423).-
En sentido concordante, se ha expresado que: "Probada la responsabilidad del demandado sea por presunciones legales o por otros medios probatorios (hecho constitutivo), la culpa de la víctima debe ser acreditada certera, claramente, pues se trata de un hecho impeditivo cuya prueba incumbe a quien lo alega, constituyendo una excepción al régimen de la responsabilidad. En tal sentido, se ha resuelto que el art. 1111 funciona para una situación de certeza, por lo que se incurre en errónea interpretación cuando se lo aplica sin que se dé este elemento: los presupuestos deben ser claramente acreditados, y es insuficiente un estado de duda" (Cfr. Kemelmajer de Carlucci en Código Civil y leyes complementarias, comentado, anotado y concordado, dirigido por Belluscio, Bs. As. Astrea, Tomo 5, pág. 393).-
La sentencia impugnada considera que la parte actora ha probado el daño, el nexo causal y el carácter adecuado de la condición, y que la accionada debió haber acreditado la eximente alegada de forma que no queden dudas acerca de que la conducta de los terceros y de la propia víctima modificaron ese nexo causal, lo que no acontece en autos: “Por cierto que la demandada a tono con esa directriz no ha probado inequívocamente que la falta de continuidad del tratamiento psiquiátrico-psicológico emprendido produjo consecuencias que no hubieran sobrevenido normalmente. O sea, que resta como reflexión que la interferencia de aquel dato no prueba que se llegó por ello a excluir el nexo causa-efecto ente el hecho originario (accidente y secuelas psíquicas consecuentes en el caso) y el resultado final (suicidio)…”. (fs. 646 vta.). 

Se ha dicho que en la casación se debe expresar clara y concretamente cual es el error “in iudicando” que se le imputa, con el agregado de que se ha de citar de igual manera la ley inaplicable, aplicable o infringida, expresando en qué consiste su infracción o inaplicabilidad, ya que es insuficiente el recurso en el que no se exprese en qué concepto existe inaplicabilidad de la ley que se impugna; o en el que se omita precisar en qué sentido se habría aplicado erróneamente la ley que se invoca; etcétera. (Cfr. Manuel Ibáñez Frocham – Tratado de los Recursos en el Proceso Civil – Doctrina, Jurisprudencia y Legislación comparada – Ed. La Ley -  pág. 324).-
También se ha sostenido que asumir facultades de los tribunales de mérito, es crear un tercera instancia ordinaria. No puede pretenderse que por el recurso de casación se llegue a este punto con el fin de reeditar la justicia material de los Tribunales de grado sino “el restablecimiento del imperio de la ley, y lleva por consiguiente una función pública con prescindencia de los intereses de las partes” (Cfr. STJSL, “Romero Roque Daniel - Recurso de Casación”, 29/11/05).- 

Debe subrayarse que la finalidad de carácter general que reviste el recurso de casación, es conseguir la uniformidad de la jurisprudencia, y la finalidad específica es la de obtener la nulidad de una sentencia que por errónea aplicación o interpretación de la norma legal sustantiva, en el caso concreto fijado en sentencia definitiva por el Tribunal de mérito.-
Ello nos lleva a sostener que: “... está excluido del control de la Corte de casación el ejercicio de los poderes discrecionales del juez de mérito, siempre que sean ejercidas dentro de los límites de la autorización legal” (Cfr. De La Rúa Fernando – Recurso de Casación, p. 312).-
Por ello, advirtiendo el incumplimiento por parte del recurrente de los recaudos exigidos a los fines de la fundamentación de la casación, y en concordancia con lo dictaminado por el Sr. Procurador General, corresponde rechazar el mismo.- 
Los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URIA y votan en igual sentido a estas  SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-
A LA CUARTA CUESTION, el Dr. OMAR ESTEBAN URIA Dijo: Que, en consecuencia corresponde rechazar el recurso de casación articulado, con la consiguiente pérdida del depósito efectuado. (Art. 290 C.P.C. y C.).- 
Los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URIA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-
A LA QUINTA CUESTION, el Dr. OMAR ESTEBAN URIA Dijo: Costas al recurrente vencido.-
Los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URIA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:
San Luis, diciembre diecinueve de dos mil catorce.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación articulado, con la consiguiente pérdida del depósito efectuado. 
II) Costas al recurrente vencido.- 
REGISTRESE  y NOTIFIQUESE.-
No firma el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ por encontrarse excusado. 
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URIA, y  LILIA ANA NOVILLO,  en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
11

